[image: image1.jpg]




ACTA DE SESIÓN PÚBLICA DEL PLENO DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL
25 DE NOVIEMBRE DE 2010
MAGISTRADO PRESIDENTE. Buenas tardes. En la Ciudad de México, Distrito Federal, siendo las doce horas del veinticinco de noviembre de dos mil diez, establecidos en la Sala de Sesiones del Tribunal Electoral del Distrito Federal, da inicio la sesión pública del Pleno de este Órgano Jurisdiccional convocada para esta fecha. Solicito al Secretario General, verifique la existencia de quórum legal para sesionar válidamente.----------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente, le informo que se encuentran presentes los cuatro Magistrados Electorales que conforman el Pleno de este Tribunal Electoral local, por lo que en términos de los artículos 181 del Código Electoral del Distrito Federal y 8, fracción I del Reglamento Interior, certifico la existencia del quórum legal para sesionar válidamente.---------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. En virtud de lo anterior, se declara abierta la sesión. Señor Secretario, sírvase dar cuenta con el orden del día programado para esta sesión pública.

SECRETARIO GENERAL. Con su venia señor Presidente, señores Magistrados, el orden del día programado para esta sesión pública se conforma con ocho proyectos de resolución, que comprenden siete juicios electorales, un juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, y un juicio de inconformidad administrativa entre este Tribunal y sus servidores. No omito mencionar, que los datos de identificación de los asuntos a resolver, como son: número de expediente, actor, autoridad responsable y, en su caso, el tercero interesado, fueron debidamente precisados tanto en el aviso público elaborado para tal efecto, como en el complementario que oportunamente se publicaron en los estrados de este Órgano Jurisdiccional. Es el orden del día programado para esta sesión pública señores Magistrados.----------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Adolfo Vargas Garza, dé cuenta con los proyectos de sentencia emitidos en los expedientes TEDF-JEL-446, 514, 530, y 574 así como el diverso JLDC 120 todos diagonal 2010, que la Ponencia del Magistrado Alejandro Delint García, somete a consideración de este Órgano Colegiado.-------
LICENCIADO ADOLFO VARGAS GARZA. Con su autorización Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en el artículo 199, fracción IV del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el proyecto de resolución del juicio electoral identificado con el número 446 del año en curso, promovido por el ciudadano Héctor Villalobos Brito (representante de la fórmula 1 de la colonia Ponciano Arriaga), en contra de la elección del Comité Ciudadano de la aludida colonia. En el proyecto que se somete a su consideración, en cuanto al estudio de fondo, de la lectura del escrito de demanda se colige que el actor reclama que el día de la jornada electoral, 72 (setenta y dos) vecinos de la colonia no pudieron votar; lo cual, se estima inoperante, ya que del análisis de las constancias que obran en autos se advierte que de esos ciudadanos, solamente a uno de ellos injustificadamente se le impidió votar, al haber sido el único que apareció registrado en el listado nominal. Lo que a fin de cuentas no es determinante para el resultado de la votación, pues la diferencia de votos entre los dos primeros lugares fue de 3 (tres) votos. También el actor alega que dos ciudadanos votaron sin ser vecinos de la colonia Ponciano Arriaga; lo cual, se estima infundado, toda vez que los ciudadanos aparecen registrados en el listado nominal de la colonia. Por último, el actor se duele de la indebida integración de la mesa receptora de votación y de la ejecución de actos de proselitismo y de violencia sobre los funcionarios de la mesa, realizados por la fórmula 3; sin embargo, ello se estima infundado, en virtud de que del material probatorio que obra en el expediente, no aporta datos idóneos ni suficientes para acreditar la ejecución de tales irregularidades. En este tenor, al proponerse declarar inoperantes o infundados los agravios del actor, acorde con los artículos 65, fracción I y 82, fracción I de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, también se propone confirmar los resultados de la elección impugnada. Ahora, procedo a dar cuenta con el proyecto de resolución del juicio electoral identificado con el número 514 del año en curso, promovido por la ciudadana Edna Jasiel González Labastida (representante de la fórmula 3 de la colonia Salvador Díaz Mirón), en contra de la elección del Comité Ciudadano de la citada colonia. En cuanto al estudio de fondo, de la lectura del escrito de demanda se advierte que la actora reclama que el día de la jornada electoral, la fórmula 4 realizó diversos actos de proselitismo y presión sobre los electores, consistentes en haber colocado propaganda alusiva a su fórmula y haber acarreado ciudadanos para que votasen a su favor a cambio de la entrega de despensas. Así también, alega la presencia de funcionarios públicos de la Delegación Gustavo A. Madero cerca de las mesas receptoras de votación. En el proyecto, lo planteado por la actora se estima fundado, ya que con la adminiculación entre sí del material probatorio que obra en el expediente, consistente en diversas documentales públicas y privadas (como son el Acta de incidentes de la mesa receptora y escritos de incidentes), acorde con lo dispuesto en los artículos 27, fracciones I y II, 29, fracciones I y IV, y 35, párrafos primero al tercero de la Ley Procesal Electoral, se evidencia que durante toda la jornada electiva tuvieron lugar las irregularidades aducidas por la actora, cuya ejecución actualiza la causal de nulidad de la jornada electiva establecida en el artículo 126, fracción VI de la Ley de Participación Ciudadana local. En este tenor, al proponerse en el proyecto declarar fundados los motivos inconformidad del actor y declarar la nulidad de la votación recibida en la mesa receptora de votación número 2, que representa el 58.80% del total de la votación recibida en la colonia; acorde con los artículos 65, fracción II y 82, fracciones I y IV de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, también se propone declarar la nulidad de la elección. Ello, al actualizarse la causal prevista en el numeral 126, párrafo tercero de la Ley de Participación Ciudadana, al disponer que es causa de nulidad de la elección en una colonia, cuando se declare nula por lo menos el 20% de la votación recibida, como ocurre en el caso. También, doy cuenta con el proyecto de resolución del juicio electoral identificado con el número 530 del año en curso, promovido por el ciudadano Luis Ángel Viveros Salazar (representante de la fórmula 3 de la colonia Valle Madero), en contra de la elección del Comité Ciudadano de dicha colonia. En cuanto al estudio de fondo, del escrito de demanda se aprecia que el actor básicamente reclama que el día de la jornada electoral en la mesa receptora de votación número 1, integrantes de la fórmula 2 realizaron actos de proselitismo y de presión hacia los electores a favor de su fórmula; asimismo, que realizaron actos de violencia. También, el actor reclama que por la indebida realización de los actos en comento, la Presidenta de la mesa receptora de votación, por un lapso de tiempo suspendió la votación, lo que provocó que aproximadamente 40 (cuarenta) personas se retiraran visiblemente molestas sin haber votado. Por último, el actor señala que durante la campaña, la fórmula 2 estuvo convocando a los vecinos a reuniones públicas en las que prometió la entrega de apoyos pertenecientes a programas de gobierno, como la ocurrida el catorce de octubre pasado en la que estuvo presente una servidora pública de la Delegación Gustavo A. Madero. En el proyecto, se propone declarar infundados los anteriores motivos de disenso, ya que del examen de los medios de prueba que obran en el expediente, como lo es la técnica aportada por el actor, consistente en tres videograbaciones; se estima que no son suficientes para poder tener por acreditada la realización de las irregularidades, pues tales medios de convicción no aportan datos suficientes para evidenciar la veracidad de lo afirmado por el actor. De ahí que, al proponerse en el proyecto declarar infundados los agravios del actor, acorde con los artículos 65, fracción I y 82, fracción I de la Ley Procesal Electoral, también se proponga confirmar los resultados de la elección. Ahora, doy cuenta con el proyecto de resolución del juicio electoral identificado con el número 574 del año en curso, promovido por el ciudadano Fidel Godínez (representante de la fórmula 1 de la colonia José López Portillo I), en contra del cómputo total realizado por la Dirección Distrital; de la Constancia de Asignación e Integración del Comité Ciudadano correspondiente a dicha colonia; y también, la omisión de dar respuesta a las solicitudes verbales realizadas por el actor y por escrito, formuladas al Presidente de la fórmula 1, para conocer los resultados del cómputo distrital y los criterios adoptados para la asignación e integración del Comité Ciudadano de la mencionada colonia. En el proyecto de cuenta, se propone sobreseer respecto al primero de los actos impugnados, ya que dicho cómputo se realizó el veintiséis de octubre del año en curso, y la demanda se presentó hasta el veinte de noviembre siguiente; esto es, fuera del plazo legal para impugnarlo. Respecto a la impugnación de la Constancia de Asignación e Integración del Comité Ciudadano, si bien es cierto este acto impugnado se realizó el veintisiete de octubre de dos mil diez, también lo es, que no existe constancia alguna de que se haya notificado a los contendientes en el proceso de participación ciudadana de mérito, pero sí de que sólo se notificó de manera personal a la ciudadana que funge como Coordinadora Interna del Comité Ciudadano de mérito, por lo que, se considera que la fecha en que el actor conoció del mismo fue el diecisiete de noviembre del año en curso, al acudir a las oficinas que ocupa la responsable y enterarse de la integración del Comité Ciudadano. Sentado lo anterior, el actor aduce que dicho acto es ilegal, por ser contrario a lo previsto en la Ley de Participación Ciudadana y los Criterios para la Asignación de los integrantes de los Comités Ciudadanos y Consejos de los Pueblos 2010, pues al haber obtenido el cuarto lugar en la votación, la fórmula que representa tiene derecho a ocupar un lugar en el Comité. Lo anterior, se propone declararlo infundado, ya que en este caso, tal y como se acredita de la copia certificada del Acta de cómputo total de la colonia en cuestión, existieron dos fórmulas empatadas en segundo lugar, por lo que se aplicó el criterio establecido en el Acuerdo antes aludido y a cada una de esas fórmulas se le asignaron dos lugares; en consecuencia, ya no existía algún lugar para asignar. Ahora, por lo que respecta a la omisión de la autoridad responsable, los anteriores agravios resultan inatendibles en parte e inoperantes. Los agravios que aduce el actor respecto del escrito de petición de veintiocho de octubre de dos mil diez, presentado por el ciudadano Marcos Cecilio Pérez Carvajal, Presidente de la fórmula 1 son inatendibles, pues se trata de un derecho sustancial que corresponde reclamar, en su caso, a este último. Por otra parte, son inoperantes los agravios relativos a la petición “verbal” que dice el actor haber realizado a la Dirección Distrital, y respecto de la cual no ha recibido respuesta, pues además de que no acredita haberla realizado, una petición de esta naturaleza no cumple con los requisitos previstos en el artículo 8 constitucional, consistentes en que debe formularse de manera pacífica y respetuosa, ser dirigida a una autoridad, señalar domicilio para recibir la respuesta y recabarse la constancia de que fue entregada; en consecuencia, aun cuando así lo hubiera hecho, la autoridad no tenía obligación de atenderla, por no cumplir con estos requisitos. Por lo expuesto, en el proyecto se propone confirmar la Constancia de Asignación e Integración impugnada, emitida el veintisiete de octubre de dos mil diez. Por último, doy cuenta con el proyecto de resolución del juicio ciudadano identificado con el número 120 del año en curso, promovido por los ciudadanos Roberto Luis Serrano González y María Isabel Díaz Ildefonso, en contra de actos del Partido Revolucionario Institucional. En el proyecto, acorde con el artículo 62, fracción II de la Ley Procesal Electoral, del escrito de demanda se advierte que los actores impugnan lo siguiente: a) De la Comisión de Procesos Internos en el Distrito Federal, la omisión de elaborar el proyecto de convocatoria para la elección de los integrantes del Consejo Político en el Distrito Federal y remitirlo al Comité Directivo en el Distrito Federal; b) Del Comité Directivo en el Distrito Federal impugnan, la omisión de aprobar el proyecto de convocatoria para la referida elección y enviarla al Comité Ejecutivo Nacional; y, c) Del Comité Ejecutivo Nacional, impugnan la omisión de aprobar y emitir la convocatoria para la elección en cita. Así también, del escrito de demanda se aprecia que los actores combaten tales omisiones aduciendo en esencia, que los órganos partidistas responsables han sido omisos en emitir la convocatoria para la renovación del Consejo Político del Distrito Federal, pues el período de tres años (previsto en el artículo 111 del Estatuto del partido político), para ejercer el cargo de Consejero Político, para el cual fueron electos los actuales integrantes del Consejo Político del Distrito Federal, ya concluyó; lo cual, en su concepto viola sus derechos político-electorales de afiliación, así como de votar y ser votados, como militantes del Partido Revolucionario Institucional, en términos del numeral 58, fracciones III y V del aludido Estatuto. Precisado lo anterior, con apoyo en los artículos 24, fracción II y 65, fracción VI de la Ley Procesal Electoral, en el proyecto se propone sobreseer en el juicio por lo que hace a la omisión que se atribuye a la Comisión de Procesos Internos local, ya que de constancias que obran en autos se advierte que el veinticuatro de septiembre pasado, dicho órgano elaboró un proyecto de convocatoria para la elección del Consejo Político del Distrito Federal, y que se lo envió al Comité Directivo de esta entidad, conforme a lo dispuesto en el numeral 34 del Reglamento para la Elección de Dirigentes y Postulación de Candidatos del aludido partido político. Así las cosas, en el proyecto se estima que lo planteado por los actores es fundado. Lo anterior es así, ya que de las constancias que obran en autos, se advierte que el período de tres años estatutario, correspondiente a los actuales integrantes del Consejo Político en cuestión, concluyó el treinta y uno de octubre pasado, y que a la fecha, los dos órganos partidistas responsables han sido omisos en aprobar y emitir la convocatoria para la renovación del Consejo Político, conforme a lo establecido en los artículos 85, fracción VIII y 149 del Estatuto partidista, así como 33 y 34 del Reglamento para la Elección de Dirigentes y Postulación de Candidatos; convocatoria cuyo proyecto ya fue elaborado y enviado al Comité Directivo en el Distrito Federal, el pasado veinticuatro de septiembre de dos mil diez. En esta tesitura, al proponerse declarar fundados los agravios, acorde con lo dispuesto en el artículo 65, fracciones II y VII de la Ley Procesal Electoral local, también se propone declarar la existencia de las omisiones (materia de impugnación), y, a efecto de restituir en lo conducente a los promoventes en el uso y goce de los derechos político-electorales que les fueron violados, también se propone que se ordene al Comité Directivo en el Distrito Federal para que dentro de los quince días naturales siguientes a la notificación de la sentencia que se llegue aprobar, este Órgano Jurisdiccional apruebe el proyecto de convocatoria dirigido a los militantes de dicho partido político para integrar el Consejo Político del Distrito Federal para el periodo estatutario 2011-2014 (dos mil once, dos mil catorce), y envíe dicha convocatoria al Comité Ejecutivo Nacional, de acuerdo con lo previsto en la propia normativa interna que rige a ese Instituto político. En este orden de ideas, también se propone ordenar al Comité Ejecutivo Nacional para que a más tardar el lunes veintisiete de diciembre de dos mil diez, apruebe, emita y publique la referida convocatoria, de acuerdo con lo previsto en la propia normativa interna que rige a ese Instituto político. Lo anterior, ajustando en lo conducente las fechas previstas en el proyecto de convocatoria elaborado y enviado por la Comisión de Procesos Internos del Distrito Federal al Comité Directivo de la misma entidad federativa, a efecto de que la elección de los nuevos integrantes de dicho Consejo Político se lleve a cabo a más tardar el domingo treinta de enero de dos mil once, quienes deberán asumir el cargo, integrando dicho órgano colegiado, y tomar la protesta prevista en el numeral 118 del Estatuto, el viernes once de febrero siguiente. Asimismo, acorde con el artículo 69 de la Ley Procesal Electoral local, que se vincule a los órganos competentes del partido cuya participación sea necesaria para el cumplimiento de esta sentencia, a realizar las actividades conducentes a fin de alcanzar ese objetivo. Todo lo anterior, con los apercibimientos de ley. Es la cuenta señores Magistrados.------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados están a su consideración los proyectos de cuenta. Magistrado Armando Maitret Hernández, tiene el uso de la palabra.-----
MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Gracias Magistrado Presidente. Simplemente para manifestar que en su momento emitiré mi voto a favor de todos los proyectos y, para efectos del acta, que quede constancia que para mí, en el expediente TEDF-JLDC-120 de 2010, el llamado per saltum, se acredita no porque el medio de defensa intrapartidario sea ineficaz para obtener las pretensiones del actor, sino porque estrictamente en el caso concreto, la Comisión Nacional de Justicia Partidaria de manera reiterada ha omitido resolver los casos que se han derivado de las impugnaciones contra la negativa de convocar a elecciones internas; y es la razón por la que, en mi concepto, se acredita, insisto, en el caso concreto, el que entremos sin que se hayan agotado del todo las instancias partidistas. Porque para mí, no es razón suficiente que no esté establecido un plazo para resolver, y baste que los actores promuevan el medio de defensa, dejen transcurrir unos días y luego se desistan para acudir per saltum ante nosotros para conocer del fondo del asunto. Para mí, está demostrado en los autos de este expediente y de algunos otros que hemos resuelto, la dilación indebida en el órgano de justicia partidaria de resolver estos casos. Es por lo que simplemente quiero dejar sentado esto en el acta correspondiente, en estricta congruencia con lo que he sostenido en decisiones anteriores relacionadas con este tipo de impugnaciones. Muchas gracias.------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la palabra? Al no haber más comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.----------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. En favor de los proyectos de la cuenta.-----------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con los proyectos de cuenta.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Alejandro Delint García.------------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. Con los proyectos de cuenta.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor de los proyectos.-------------------
SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, los proyectos de resolución han sido aprobados por unanimidad de votos.

MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, por cuanto hace a los juicios electorales identificados con las claves TEDF-JEL- 446 y 530 ambos diagonal 2010, se resuelve: -----------------------------------------

ÚNICO. Se CONFIRMA, la votación emitida en las mesas receptoras de votación atinentes, así como los cómputos en lo que es materia de la impugnación y las elecciones impugnadas, acorde con lo expuesto en los fallos respectivos.--------------------------------------------------------------

En relación al diverso TEDF-JEL- 514/2010, se resuelve: ------------------

PRIMERO. Se decreta la nulidad de la elección del Comité Ciudadano de la colonia Salvador Díaz Mirón, Delegación Gustavo A. Madero.-----------------------------------------------------------------------------------

SEGUNDO. Se dejan sin efectos las constancias de Asignación e Integración de Comité Ciudadano 2010-2013, expedidas por la Dirección Distrital IV del Instituto Electoral del Distrito Federal, para la referida colonia Salvador Díaz Mirón.---------------------------------------------

TERCERO. En consecuencia, se ordena al Instituto Electoral del Distrito Federal para que proceda en términos de lo previsto en los artículos 123 y 126, último párrafo, de la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal, convocando y llevando a cabo la elección extraordinaria, en la que únicamente podrán participar las fórmulas registradas con anterioridad por la autoridad electoral administrativa, respetando el número que por sorteo les correspondió.-

En lo referente al juicio electoral identificado con la clave TEDF-JEL- 574/2010, se resuelve: ---------------------------------------------------------------

PRIMERO. Se SOBRESEE el presente juicio por lo que se refiere al acto impugnado consistente en el cómputo total de la elección del Comité Ciudadano del año 2010, correspondiente a la colonia José López Portillo I, Delegación Iztapalapa, realizado por la Dirección Distrital XXXII el veintiséis de octubre de dos mil diez; por las razones expuestas en el considerando SEGUNDO de la presente resolución.-----
SEGUNDO. Se CONFIRMA la Constancia de Asignación e Integración del Comité Ciudadano 2010-2013 de la colonia José López Portillo I, Delegación Iztapalapa, de veintisiete de octubre de dos mil diez, realizada por la Dirección Distrital XXXII del Instituto Electoral del Distrito Federal, en términos de lo razonado en el considerando CUARTO de esta sentencia.-----------------------------------------------------------

Finalmente, en lo relativo al juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos 120/2010, se resuelve: ------------

PRIMERO. Se sobresee en el presente juicio por lo que constriñe a la omisión atribuida a la Comisión de Procesos Internos del Partido Revolucionario Institucional en el Distrito Federal, acorde con lo expuesto considerando TERCERO de esta sentencia.-----------------------
SEGUNDO. Se ordena al Comité Directivo del Partido Revolucionario Institucional en el Distrito Federal para que dentro de los quince días naturales siguientes a la notificación de la presente sentencia, apruebe el proyecto de convocatoria dirigida a los militantes de dicho partido político para integrar el Consejo Político del Distrito Federal para el periodo estatutario 2011-2014, y envíe dicha convocatoria al Comité Ejecutivo Nacional, de acuerdo con lo previsto en la propia normativa interna que rige a ese instituto político; con los apercibimientos de ley, en términos de lo expuesto en la parte final del considerando CUARTO de esta sentencia.-------------------

TERCERO. Se ordena al Comité Ejecutivo Nacional del Partido Revolucionario Institucional para que a más tardar el lunes veintisiete de diciembre de dos mil diez apruebe, emita y publique la referida convocatoria, de acuerdo con lo previsto en la propia normativa interna que rige a ese instituto político, ajustando en lo conducente las fechas previstas en el proyecto de convocatoria elaborado y enviado por la Comisión de Procesos Internos del Distrito Federal al Comité Directivo del Distrito Federal, a efecto de que la elección de los nuevos integrantes de dicho Consejo Político se lleve a cabo a más tardar el domingo treinta de enero de dos mil once, quienes deberán asumir el cargo, integrando dicho órgano colegiado, y tomar la protesta prevista en el numeral 118 del Estatuto del Partido Revolucionario Institucional, el viernes once de febrero siguiente; con los apercibimientos de ley, en términos de lo expuesto en la parte final del considerando CUARTO de esta sentencia.-------------------

CUARTO. Se vincula a los órganos competentes del partido político cuya participación sea necesaria para el cumplimiento de esta sentencia a realizar las actividades conducentes a fin de alcanzar ese objetivo, con los apercibimientos de ley, acorde con lo establecido en la parte final del considerando CUARTO del presente fallo.----------------

QUINTO. Asimismo, se ordena al Comité Directivo del Distrito Federal y al Comité Ejecutivo Nacional para que en forma individual informen por escrito a este Tribunal Pleno sobre el cumplimiento que cada uno de ellos dé a esta sentencia, en particular respecto a la aprobación, emisión y publicación de la convocatoria, así como de la instalación y toma de protesta de los nuevos integrantes del consejo político que resulte electo, dentro de los tres días hábiles siguientes a que ello ocurra, con el apercibimiento de ley, atento con lo sentado en la parte final del considerando CUARTO de este resolución.--------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Rubén Geraldo Venegas, dé cuenta con los proyectos de sentencia emitidos en los expedientes TEDF-JEL-428 y 434, así como con el diverso 440, todos diagonal 2010, que la Ponencia del suscrito somete a consideración de este Órgano Colegiado.----------------------------------------------------------
LICENCIADO RUBÉN GERALDO VENEGAS. Con su autorización Magistrado Presidente, Magistrados integrantes del Pleno. Doy cuenta con el proyecto de sentencia relativo a los juicios electorales 428 y 434 del presente año, promovidos por los ciudadanos Arcelia Emilia Sánchez Asunción y Víctor Eduardo Gil Bravo, en su carácter de representantes de las fórmulas 5 y 1, respectivamente, a fin de controvertir los resultados consignados en el Acta de Cómputo Total emitida por la Dirección Distrital V del Instituto Electoral del Distrito Federal, correspondiente a la colonia Ferrería Unidad Habitacional, en la demarcación territorial Azcapotzalco. En la propuesta que se somete a su consideración, después de sostener la competencia de este Tribunal y toda vez que en el presente asunto no se actualiza causal de improcedencia alguna, se propone acumular los expedientes de mérito dada la estrecha vinculación con la elección impugnada. A continuación, en el proyecto de cuenta se procede al estudio de los agravios hechos valer por los actores, de los cuales se desprenden las siguientes irregularidades imputadas a la fórmula 2: la agresión física respecto del representante de la fórmula 1; presión sobre el representante de la fórmula 4 a efecto de expulsarlo de la mesa receptora de votación; actos de proselitismo durante toda la jornada electiva consistentes en inducir y coaccionar el voto a los electores, inclusive, introduciéndose a la mampara junto con los votantes para cerciorarse de que lo hicieran a favor de dicha fórmula; intimidación y amenazas hacia los funcionarios de la mesa receptora de votación; todo lo cual derivó, al final de la jornada, en un enfrentamiento entre las fórmulas 1 y 2 y, vecinos de la referida Unidad. Así las cosas, en atención a la suplencia de la deficiencia en la argumentación de los agravios, las causales que se desprenden de los hechos alegados por los enjuiciantes, son las relativas a realizar proselitismo durante el desarrollo de la votación y ejercer violencia o presión sobre los electores o los funcionarios del Instituto Electoral y que esto sea determinante para el resultado de la votación. Conforme a lo anterior, en el proyecto que está a su consideración, se sostiene que tanto el proselitismo como la presión y la violencia, tienen como finalidad la inducción del voto de los electores a favor de una fórmula determinada, por lo que tales conductas son inadmisibles, pues atentan contra una de las características con que debe emitirse el sufragio; a saber, la libertad, misma que se encuentra tutelada por disposición constitucional, estatutaria y legal. En la propuesta de resolución, se considera que los agravios hechos valer por los impetrantes son sustancialmente fundados, toda vez que de diversas documentales se advierte la actualización de los elementos que constituyen las causales de nulidad bajo análisis. Lo anterior es así, toda vez que de la valoración conjunta del Acta de incidentes, los escritos respectivos presentados por los representantes y funcionarios de la mesa, así como la prueba técnica y demás documentales que obran en los expedientes de mérito, se desprende que por lo que hace a los actos de presión y violencia, éstos iniciaron a las diez horas con treinta y seis minutos de la mañana y se prolongaron durante toda la jornada electiva y, por lo que se refiere a los actos de proselitismo, en la referida Acta de incidentes se señala que las fórmulas 1 a la 6 durante la votación, realizaron dichas conductas; circunstancias que además se ven corroboradas por lo asentado en el escrito de incidentes suscrito por la Secretaria de la Mesa Receptora de Votación en la elección controvertida. En cuanto al elemento de determinancia de las causales de nulidad en estudio, al advertirse que la diferencia entre las fórmulas que obtuvieron el primer y segundo lugar fue de 10 (diez) votos y que las irregularidades acreditadas trascendieron al resultado final de la votación, al presentarse de manera continua durante el desarrollo de la jornada electiva, y que las mismas vulneraron el principio de certeza, se considera que dicho elemento se acredita en su vertiente tanto cuantitativa como cualitativa. Así, al haber resultado sustancialmente fundados los agravios hechos valer por los actores, en el proyecto de cuenta se propone decretar la nulidad de la elección del Comité Ciudadano de la colonia Ferrería Unidad Habitacional, en la delegación Azcapotzalco. Aunado a lo anterior, en el proyecto se propone que la fórmula 2 no participe en la jornada electiva extraordinaria, debido a la gravedad de las irregularidades acreditadas y realizadas durante la jornada electiva por los integrantes de dicha fórmula. Lo anterior, toda vez que en concepto del Magistrado Ponente, el contenido del cuarto párrafo del numeral 123 de la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal, debe interpretarse en el sentido de que una vez acreditadas las nulidades en materia de participación ciudadana y que derivado de lo anterior pueda imputarse las irregularidades detectadas a una de las fórmulas contendientes, resulta viable, en su caso, determinar que la fórmula o integrantes responsables no participen en la jornada electiva extraordinaria. A continuación, doy cuenta con el proyecto de sentencia relativo al juicio electoral 440 del presente año, promovido por Maximino Martínez Saldaña, en su carácter de representante de la fórmula 2, a fin de controvertir los resultados consignados en el Acta de cómputo total correspondiente a la colonia San Clemente, Delegación Álvaro Obregón, emitida por la Dirección Distrital XXV del Instituto Electoral del Distrito Federal. En la propuesta que se somete a su consideración, se procedió al estudio de los agravios hechos valer; en cuanto a la causal de nulidad relativa a expulsar durante el desarrollo de la votación a los representantes de las fórmulas registradas, sin que medie causa justificada. Con base en lo anterior, en la propuesta se considera que los agravios resultan fundados, toda vez que, en el expediente de mérito consta el reconocimiento expreso de la responsable en su informe circunstanciado sobre la existencia del Acta de incidentes levantada en la mesa 1 referida y su contenido, el cual, coincide con lo asentado en la propia documental, en el sentido de que a las nueve horas con cuarenta y cinco minutos del día de la jornada electiva, se le indicó al representante de la fórmula 2 que se retirara a una distancia de 20 metros de la mesa receptora, asentando como única razón para ello, el “no respetar los parámetros para portar el número de su fórmula”, lo que se considera una manifestación genérica en la que no se explica en qué consistió la conducta específica que motivó el supuesto incumplimiento a los parámetros para portar el número de la fórmula. Lo que en concepto del Magistrado Ponente, impide contar con elementos objetivos para realizar el contraste entre la conducta aparentemente realizada por el representante expulsado y el marco normativo aplicable, y provoca que no sea posible advertir el sustento jurídico individualizado que permitiera emitir un juicio de valor sobre su validez, lo que conduce a estimar que el acto privativo de derechos no está debidamente motivado y, por ende, tampoco puede servir de base para justificar la expulsión de que se trata. Tal expulsión, generó incertidumbre sobre el desarrollo de la votación ante la conducta injustificada del Presidente de la mesa receptora, configurando una determinancia cualitativa, y por otro lado cuantitativa, ya que la irregularidad duró el equivalente al 87.02% del tiempo en que, de acuerdo con las constancias que obran en autos, los representantes podrían haber vigilado el desarrollo de la elección, por lo que debe anularse la votación recibida en el centro de votación de mérito. Por tanto, al haberse decretado la nulidad en más del 20% de la votación total recibida, en el proyecto se concluye, que se surte la causa de nulidad de la elección de esa colonia, en términos de lo previsto en el penúltimo párrafo del artículo 126 de la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal, por lo que se propone decretar la nulidad de la elección del Comité Ciudadano de la colonia San Clemente. Es la cuenta señores Magistrados.----------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados están a su consideración los proyectos de cuenta. Magistrado Armando Maitret Hernández, tiene el uso de la palabra.-----

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Gracias Magistrado Presidente, distinguidos Magistrados. Quiero manifestar que estoy de acuerdo con las propuestas que se someten a nuestra consideración, sobre decretar la nulidad de las elecciones de Comités Ciudadanos en las colonias con las que ha dado cuenta puntual el Secretario; sin embargo, quiero referirme particularmente a los expedientes 428/2010 y 434/2010 en los que se propone la acumulación, haciendo un reconocimiento pleno a las Ponencias que instruyeron y trabajaron estos asuntos; es decir, la del Magistrado Presidente y la del Magistrado Delint, que llegaron a la misma conclusión de decretar la nulidad. Me parece que es evidente, es claro, está plenamente demostrado, creo que es el asunto en donde con mayor nitidez queda demostrada la nulidad de la elección. Sin embargo, hay una parte de las consideraciones -particularmente en las páginas 36 a 38 de los proyectos y la penúltima línea del resolutivo CUARTO- que en mi concepto, llegaría a una conclusión distinta y, que se refiere a los efectos de la nulidad que pudiera decretar este Tribunal. Voy a tratar de explicar las razones del porqué lo veo distinto, y también de manera muy respetuosa, quiero hacer referencia a que la interpretación que se sostiene en el proyecto de sentencia, puede ser totalmente válida desde un punto de vista de justicia y la incorporación de un criterio funcional; sin embargo, yo aquí quiero hacer referencia a lo siguiente: el artículo 4º de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal -que nos rige para efectos de resolver estos asuntos- dispone que “…Para el trámite, sustanciación y resolución de los medios de impugnación previstos en la Ley, sus normas se aplicarán mediante una interpretación gramatical, y ante la duda, la garantista, la sistemática o funcional de las disposiciones del Código, de la Ley de Participación Ciudadana y demás disposiciones aplicables.”, y aquí ya entro a la materia. Estamos apoyando la consecuencia de que la fórmula 2 en la colonia Ferrería, no podría participar en la elección extraordinaria, toda vez que a ellas se le atribuyen las irregularidades consistentes en proselitismo y las irregularidades gravísimas consistentes en la violencia; y se apoya esta consecuencia de las nulidades, en lo previsto en el párrafo cuarto del artículo 123 de la Ley de Participación Ciudadana que doy lectura -porque es muy importante desde mi punto de vista leerlo para el efecto de determinar la interpretación que debe ser adecuada- establece este precepto: “…De acuerdo a la gravedad de la falta acreditada, el Tribunal podrá definir que la fórmula o integrantes sancionados no participarán en la jornada electiva extraordinaria…”. Como con toda puntualidad dio cuenta el Secretario, aquí se ve que si la formula 2 fue la responsable de estos actos ilícitos -en términos de justicia- es adecuado que no participe en la elección extraordinaria. Sin embargo, atendiendo a la interpretación gramatical a la que nos sujeta la ley, aprecio lo siguiente. Este precepto establece una condición necesaria para poder generar el efecto de restringir la participación ¿Cuál es? dice: “…formula o integrantes sancionados…”, es decir, gramatical y jurídicamente la connotación sanción y responsabilidad son distintas. El legislador, no las puede utilizar de manera equivalente, y esta interpretación gramatical que me lleva a esta conclusión, encuentra apoyo también en una interpretación sistemática ¿Por qué? Porque ¿quienes son los sancionados en estos casos? Desde mi punto de vista, de acuerdo con el propio sistema establecido en la Ley de Participación Ciudadana, los únicos sancionados pueden ser los candidatos o las fórmulas que hayan violado lo dispuesto en el artículo 117 de la propia ley, que establece que “…Por la contravención de lo dispuesto en los párrafos anteriores…”, es decir, todos aquellos relativos a la campaña, utilización de recursos públicos o entrega de dádivas a cambio del sufragio, “…el Instituto Electoral aplicará de conformidad con el procedimiento que al efecto emita, las siguientes sanciones…”. Es decir, en la propia ley se estableció un procedimiento para sancionar a las planillas infractoras. Entonces, cuando el artículo 123, párrafo cuarto, se refiere a integrantes sancionados, para mí hay un presupuesto necesario para que el Tribunal pueda otorgarle ese efecto. La interpretación gramatical me lleva a la conclusión de que no es posible darle el efecto que se propone, pero que además, encuentra respaldo en una interpretación sistemática. Ahora, si bien la interpretación funcional pudiera darnos una diversa respuesta ¿Por qué? Porque alguien podría sostener que lo que mejor corresponde a un sistema de participación ciudadana es que aquel ciudadano o ciudadanos que hayan hecho trampa, que hayan violado las reglas no participen, porque eso va a garantizar el ejercicio libre del sufragio de los ciudadanos que en la elección extraordinaria van a ir a participar; sin embargo -es una convicción derivada de una buena o mala formación de corte garantista- me parece que la restricción a derechos y en este caso de derecho a participación política, tiene que estar establecida en ley. No tengo ningún problema -y así lo hemos hecho en reiteradas ocasiones en este Tribunal- hemos interpretado la ley en beneficio de los ciudadanos ¿Para qué efecto? Para el efecto de que se potencie el ejercicio de derechos fundamentales. En el caso concreto, la interpretación que se está proponiendo es que en aquel lugar donde la ley dice “…fórmula o integrantes sancionados…” debiera decir o debe entenderse que es fórmula o integrante responsables de las conductas que generaron la nulidad. Si esto que -desde el punto de vista jurídico- tiene una distinción muy clara entre sujeto responsable y sujeto sancionado lo hubiera establecido el legislador, yo no tendría ningún problema en asumir el efecto que se propone; sin embargo, como se trata de restricción de derechos que no encuentran el debido sustento legislativo por una imperfección de la norma, yo no compartiría, insisto, esas páginas del proyecto y la penúltima línea del resolutivo CUARTO. Así, mi posición en este sentido admitiendo que las conductas son gravísimas, me parece que es al legislador a quien le compete establecer las consecuencias de restricción de participación, y esto no es ajeno a la materia electoral. En materia electoral, no conozco -y puedo decir que he leído la mayor parte de las legislaciones del país- que si una elección se anula por actos de violencia, proselitismo, acarreo de votantes; el partido político, el candidato que lo cometió no pueda participar en la elección extraordinaria, el único caso que tenemos de efecto de esta naturaleza es en el Distrito Federal, tratándose de partidos que rebasen el tope de gastos de campaña; para lo cual, debe abrirse un procedimiento previo ante la autoridad electoral administrativa, en donde se llegue a la determinación del rebase de topes. Es decir, un procedimiento donde se da garantía de audiencia al supuesto infractor de la norma. En este caso, me parece que estaríamos generando una consecuencia que, no encuentra el suficiente respaldo del legislador y quiero insistir en el entendido de que son muy deplorables las conductas que se cometieron aquí; sin embargo, si la ley no lo autoriza, me parece que como jueces, no podemos establecer a través de la interpretación una restricción de esta naturaleza y alguien podría decir la objeción más importante –la discutimos con los Secretarios en la Ponencia–, que es: aquí se trata de garantizar el derecho de los ciudadanos que van a ir a votar y si alguien ya cometió actos de presión sobre ellos, de violencia sobre ellos ¿cómo lo vas a dejar participar? Aquí, yo encuentro la siguiente respuesta: al menos hay una expectativa importante de que los ciudadanos con estos actos, ejerzan su voto de manera diferenciada, libre ¿Por qué? Porque yo no puedo saber en este momento si esta fórmula va a incurrir en las mismas prácticas -que inclusive pueden ser o configurar delitos penales- pero nadie nos puede asegurar que la nulidad, que es una de las medidas más drásticas en la materia electoral, no haya servido de ejemplo para estos infractores de la ley, y que sigan cometiendo este tipo de irregularidades. Nosotros estamos a priori con esta consecuencia diciendo, ya no lo dejo participar porque va a generar las mismas condiciones. Me parece que no podemos adelantar esto y que la restricción de derechos en nuestro país es algo muy serio y que debe corresponder al legislador en la ley. Muchas gracias.


MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la voz? Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Gracias Magistrado Riva Palacio, compañeros Magistrados. Con relación al JEL-428 y JEL-434 de este año acumulados, quiero hacer unas consideraciones breves. Los actores hacen valer una serie de irregularidades a través de las cuales pretenden la nulidad de la jornada electiva, mismas que en el proyecto se analizan a la luz de las causales previstas en el artículo 126, fracciones III y VI de la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal, consistente en cito: “…hacer proselitismo durante el desarrollo de la votación…” y, cito nuevamente “…ejercer violencia o presión sobre los electores o los funcionarios del Instituto Electoral y que éstas sean determinantes para el resultado de la votación…”. En efecto, de constancias de autos se acreditó de manera fehaciente que hubo presión y que esta fue a través de la violencia física. Inclusive, una persona tuvo que ser enviada al “Hospital Rubén Leñero”, lo cual no deja lugar a dudas de las irregularidades que se cometieron en la elección en esa colonia. Comparto el tratamiento dado en el proyecto a los agravios, en cuanto a que de las constancias que obran en autos, se advierte la actualización de los elementos que constituyen las causales de nulidad señaladas; asimismo, resultó que las irregularidades acreditadas son determinantes tanto cuantitativa como cualitativamente para el resultado de dicha elección. Asimismo, también comparto plenamente la propuesta que se hace en el proyecto, en el sentido de que, al declararse la nulidad de la elección impugnada y revocarse la constancia de asignación e integración del Comité Ciudadano electo, la fórmula identificada con el numero 2, no participe en la jornada electiva extraordinaria, debido a la gravedad de las irregularidades acreditadas en autos realizadas durante la jornada electoral por los integrantes de dicha fórmula. Incluso, me pronuncio porque el Instituto Electoral del Distrito Federal, tome las medidas que estime pertinentes a fin de que en la jornada extraordinaria, se evite todo acto de violencia y se brinde seguridad al electorado. Muchas gracias.------------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias Magistrado Darío Velasco. Haré algunos comentarios en relación a este asunto, compartiendo el proyecto del Magistrado Delint que se acumuló al nuestro como Ponente, realizando algunas precisiones en relación a la intervención del Magistrado Maitret que es en contra. Creo, este caso y por razones naturales o del azar, nos tocó al final de todos los que hemos resuelto. Es el caso en donde se han acreditado totalmente la violencia y el proselitismo. Creo que estamos verdaderamente ante un caso grave. Ahora, el articulo 123 habla de elecciones extraordinarias y de nulidades, que si bien no está en el capítulo de nulidades, pero está en un capitulo general que es el de elecciones de Comités Ciudadanos. Y decir que es una interpretación en justicia, sí, pero aquí es una situación en justicia ilegal y que tiene que ser funcional también. Hay muchos casos en donde no resuelve el legislador las contradicciones, este mismo artículo 123 trae una contradicción en su párrafo segundo, con el diverso 126, último párrafo que no la resuelve el legislador. Entonces, creo que es claro el artículo al decir, que de acuerdo a la gravedad de la falta acreditada y la estamos acreditando ahorita se debe de sancionar al integrante o a los miembros de la formula. El artículo 117, es de otra materia, en otra etapa anterior a la elección, en donde no se presentó ninguna impugnación, en sanciones derivadas de este artículo, porque tampoco el Instituto canceló ningún registro, por estas razones, a mí no me cabe duda de que está en la ley, está claro, es el momento preciso, es el caso más grave que tenemos y donde se han acreditado las mayores violaciones. Si yo decido hacer una interpretación garantista ¿Garantista hacia quien? ¿Hacia quienes violaron la ley expresamente? ¿a quienes le acreditaron que violaron la ley? Y, ¿dónde están los otros integrantes de la formula en esta interpretación garantista, dónde están los ciudadanos que iban a votar libre y espontáneamente y hubo violencia, y hubo proselitismo? Creo que no se da el caso de una interpretación garantista, creo que aquí es gramatical, funcional y expresa en la ley. Que quede claro, hay dos momentos, el 123 estamos hablando de nulidades y de elecciones extraordinarias, y acreditamos las causales de nulidad; y en el diverso 117 estamos hablando de campañas, y puede haber sanciones en esas campañas, la cancelación del registro del integrante de, bueno desde la amonestación, cancelación del registro (inaudible) del infractor y cancelación del registro de la formula infractora, cuál es para mí el momento, el momento en que deben de venir, porque es un procedimiento que estableció el instituto derivado de las campañas –por cierto un procedimiento que también traía una falla, y tuvimos que regresar 38 (treinta y ocho) asuntos, es otra parte que hay que modificar de la ley– bueno, es la ley que tenemos y la tenemos que aplicar; si el instituto aplica este articulo y sanciona de acuerdo a la fracción II ó III cancelación de registro del integrante de la formula, o cancelación del registro de la formula, los afectados tenían que haber venido con nosotros vía un juicio electoral y nosotros decir si estaba bien esta cancelación o no era correcta, si era apegada a la ley o no se apegaba a la ley, pero ese es el momento previo a la elección, previo a la jornada electoral. Ahí es en donde vienen los tiempos que se juntaron y al Instituto ya no le dio tiempo de terminar de resolver todos estos asuntos derivados de la propaganda, de las campañas, que por cierto podría ser otra modificación muy importante a la Ley de Participación Ciudadana, de establecer realmente esa mesa conciliatoria que sí funcionara, que fuera efectiva, eficaz y eliminaría muchos problemas entre vecinos. Pero bueno, el hecho es que el procedimiento es ese, hay problemas en las campañas, se debe aplicar el artículo 117 del que hace referencia el Magistrado Armando Maitret y quien cancela el registro, quien sanciona en este momento es el instituto y nosotros si viniera algún actor, veríamos si está bien hecha esa cancelación de acuerdo con la ley o no, pero ese es otro momento. Ya entramos a la elección y digo para ubicarlos, estamos en el 123, dice: “…las nulidades que determina el Tribunal electoral serán motivo para la celebración de una jornada electiva extraordinaria”, lo de los treinta días, que aquí viene la contradicción que la voy a hacer patente, la jornada electiva extraordinaria se realizará treinta días posteriores a que el Tribunal resuelva la ultima controversia que se haya presentado sobre la jornada electiva ordinaria. Bueno, vámonos al 126, último párrafo, nos dice: “…el Instituto Electoral convocara a una Jornada Electiva Extraordinaria en un plazo no mayor a quince días posteriores a que cause estado la sentencia respectiva.” ¿A quién le hacemos caso? Bueno, ¿a quién le hará caso el Instituto? es cuestión del Instituto ¿al artículo 123 o al 126? O sea, hay una contradicción patente en la ley. Aquí si no hay duda de que estamos hablando de lo mismo. Entonces dice: se reducirán los plazos, y luego viene el párrafo que es materia de interpretación -que por cierto es opinable- es interpretación, no tengo la verdad, –aunque creo que la tengo- de acuerdo a la gravedad de la falta acreditada, -que yo digo acreditada en las nulidades- el Tribunal electoral podrá definir que la formula o integrante sancionados no participen en la jornada electiva extraordinaria. Entonces, nosotros estamos en esta etapa, tal vez pudiera ser -pero no estamos en ese caso- de que si hubiera sancionado en ese momento, cancelándoles el registro y traerlo a este y hacer la interpretación de que si podía o no podía a quien se hubiera sancionado, pero ese es otro problema, no estamos ante ese problema. Aquí, nosotros estamos ante que se acreditan las causas de nulidad y tenemos la atribución expresa para que no participe esa fórmula, entonces creo que no estamos violando ninguna interpretación garantista; al contrario, creo que estamos protegiendo a los ciudadanos que sufrieron la violencia, que sufrieron el proselitismo y que votaron; y a los de las otras fórmulas, que obviamente hasta con pistola los amenazaron, pues, yo quiero saber quién va ir a votar libre, espontáneamente, después de eso. Entonces, estamos haciendo una interpretación gramatical y funcional, y si tenemos que hacer esa interpretación y si existen ésta y otras contradicciones en la ley, que tenemos que resolver. En este caso concreto, en este mismo artículo el legislador tiene contradicciones que no estableció la consecuencia, como el de los treinta días. Por lo tanto, yo pienso que no estamos, nosotros como Tribunal, restringiendo ningún derecho sino aplicando en sus términos el artículo 123 de la ley en relación con el diverso 126. Gracias.

MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la voz? Magistrado Alejandro Delint García.

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. Gracias Magistrado Presidente, compañeros Magistrados. Yo me pronuncio, porque finalmente también es un proyecto compartido entre el Magistrado Presidente y su servidor, y desde luego, agradeciendo la convicción que se formó el Magistrado Darío Velasco al respecto, que comparte este punto. Quiero diferir ahora sí, de mí querido amigo el Magistrado Armando Maitret por los siguientes argumentos. Ya no voy a abundar sobre lo que han dicho tanto el Magistrado Velasco como el Magistrado Presidente. Pero a mí me parece que no estamos ante un caso de interpretación garantista, a mí me parece que el artículo 123, en el párrafo conducente es expreso. Entonces, el propio Magistrado Maitret en su intervención señalaba que ante la falta de interpretación gramatical, podría entrar -en términos de la ley- otro tipo de interpretación: la garantista, la funcional, etcétera. Donde no comparto el criterio del Magistrado Maitret, es que no hay necesidad de ir a otro tipo de interpretaciones cuando hay un mandato expreso, que el propio Magistrado Maitret leyó en el artículo 123. O sea, esto es una cuestión, desde mi particular punto de vista y, también partiendo de la base de que nadie puede ser sabedor de la verdad absoluta, y que tan válida puede ser la interpretación del Magistrado Maitret como la de los que estamos en una opinión diferente, ante una interpretación gramatical. Ahora, si nosotros nos fijamos en el contenido del artículo 117 -no lo voy a leer, no tiene sentido pero ahí está la ley- el 117 es un articulo, que tiene como objeto o como fin, sanciones sobre propaganda y si quiere verse más ampliamente sobre proselitismo, pero en ningún momento habla de violencia; violencia que por cierto está establecida expresamente como causal de nulidad en el artículo 126, y entonces, aquí encuentro la diferencia con el Magistrado Maitret, porque a mí me parece, en primera, que estamos ante una situación de interpretación gramatical. Hay mandato expreso en la ley, cuando el Magistrado Maitret dice que sancionado se puede entender como responsable, ya es una interpretación de un texto puntual de la ley, digamos, y es válida, finalmente es interpretación de algo textual, que viene por cierto de un artículo que habla expresamente de las nulidades. Y entonces aquí, yo diría a lo mejor ya que nos estamos apartando de la interpretación gramatical, que fue por cierto mencionada por el Magistrado Maitret, como la primera de las interpretaciones que se debe hacer en la aplicación de la ley. Repito, no quiero abundar sobre situaciones, pero yo hago una especie de silogismos, si me lo permiten ¿En qué sentido? El artículo 117 no es aplicable, si bien puede tratar aspectos de proselitismo, habla más de propaganda, pero pensemos que también habla -porque por ahí hay un inciso que se refiere a la inducción al voto, a través de dádivas o situaciones- pensemos que fuera así. La violencia es una causal expresa de nulidad en el artículo 126 y, el artículo 123 que está hablando de las nulidades, precisamente señala expresamente que si es grave esta situación, podrá el Tribunal decretar que no participe en la elección extraordinaria la formula en cuestión. Entonces, no me queda duda, ni veo el aspecto de interpretación, repito, respetando mucho el criterio del Magistrado Maitret, para mí es literal y textual; y está ubicado el tema en el ámbito de las nulidades. Finalmente, diría algo que aunque ya se dijo, yo lo quisiera enfatizar ¿Cuál es el valor jurídico a tutelar en este asunto? la elección. Creo que el garantismo puede servir o sirve como interpretación, desde luego, pero en este caso no podríamos dejar de ver el valor jurídico a tutelar que es la elección; pero no en el aspecto de que todo el mundo participe, porque todo mundo participó de origen, todos tuvieron la oportunidad; sino que aquel que participó de manera indebida, ya no lo haga. Aquí yo no vería el garantismo en tanto a decir: “todo mundo vuelva a participar”, tuvieron su oportunidad y la desaprovecharon para decirlo de manera coloquial, actuando de manera indebida y grave. En esta ocasión, -con el respeto y el afecto que le tengo al Magistrado Maitret- no estoy de acuerdo con su punto de vista, señalando que él puede tener la razón, porque nadie somos sabedores de la verdad.----------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la palabra? Magistrado Armando Maitret Hernández.

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Gracias. Sólo por no dejar pasar la oportunidad de debatir temas tan interesantes. Pocas veces se nos plantean asuntos tan sustanciosos para fijar algunas posiciones y perspectivas del derecho. Yo quiero empezar haciendo un par de precisiones: Si en algún momento me referí a que la interpretación que se proponía en el proyecto no era garantista -no recuerdo haberlo dicho- pero si lo dije, ofrezco una disculpa. Quiero hacer una referencia importante me parece. Primero, yo inicié diciendo que estaba de acuerdo con el proyecto; es decir, no hay una discrepancia salvo en uno de los efectos -porque ni siquiera todos los efectos- el efecto es: convoca a elección extraordinaria dentro de los plazos de la ley y, deja que participen sólo las fórmulas que obtuvieron su registro, textualmente se dice en la propuesta, con excepción de la planilla 2 o de la fórmula 2. Sólo en esa parte, yo tendría mi reserva. Ahora, ciertamente el Magistrado Riva Palacio ha dicho con mucha puntualidad que este artículo -como muchos otros- tiene deficiencias de técnica legislativa, es un artículo que habla de las nulidades y no está contenido en la parte conducente en la ley, pero inclusive, el mismo artículo, y aquí, he escuchado con atención que dicen “…es un artículo que se refiere exclusivamente a nulidades…”, perdón, el último párrafo del artículo 123 dice: “…En todo momento las Direcciones Distritales procurarán dirimir los conflictos que se susciten entre fórmulas y/o ciudadanos con fórmulas por medio de la conciliación.”. Sabemos que éste era incluso un procedimiento previo a las inconformidades que se presentaban, antes de la jornada electiva, entonces, tampoco es del todo exacto que este artículo se refiera exclusivamente a nulidades. Ahora voy a poner un ejemplo donde podría tener aplicación -y aquí hago una analogía- con la causa de nulidad que tenemos en la Ley Procesal, para que a alguien se le impida participar en la elección extraordinaria. El artículo 117, establece reglas que no se pueden violar, y si se violan se abre un procedimiento en el Instituto para sancionar a esas planillas o a esas fórmulas, y si se llegara a la cancelación, desde luego, no podrían ser votados. Entonces ¿En qué casos el Tribunal, atendiendo una lectura gramatical, podría impedir que una fórmula que ya ni siquiera fue votada, pudiera participar en la extraordinaria? Me parece que hay muchos ejemplos, pero uno que me parece además muy nítido, aquella fórmula que a pesar de las prohibiciones hizo entrega de dádivas, utilizó recursos públicos, pegó propaganda en espectaculares, hizo carteles, hizo pintas de bardas, violó todas esas disposiciones y el Instituto le canceló el registro; se viene la elección y se decreta la nulidad de esa elección. Por supuesto que este Tribunal podría, en ese escenario, decir: “…como los efectos de la nulidad es retrotraer hasta la etapa de registro, yo digo que a aquella fórmula que ya le habías cancelado su registro, no participe, porque todos esos efectos de publicidad indebida trascienden en la jornada extraordinaria…”. Eso me parece que es perfectamente válido, de que se pueda lograr un efecto de irregularidades acontecidas dentro de la etapa de preparación y la analogía con la nulidad de rebase de topes es evidente, justamente ¿Cuándo se rebasan los topes de gasto de campaña? Durante la campaña y, en la fase de nulidad es cuando se hacen valer y entonces hacemos que por determinación del Tribunal, aplicando estrictamente la ley, se impida que un partido político o el candidato participe en la elección extraordinaria. Sobre eso, no tengo ningún problema y al contrario Magistrado Delint, yo dije todo lo contrario. No hago una equiparación entre sancionado y responsable, porque me parece que atendiendo a la interpretación gramatical o a la aplicación de la letra de la ley, si analizamos el concepto de sancionados, tendríamos que referirlo a una connotación jurídica particular; es decir, ya se fincó responsabilidad y la consecuencia jurídica es la imposición de una sanción. Aquí, hay una parte que me parece que es el meollo del asunto y donde nos distancia el tema y las consecuencias. Me parece -y ojalá me puedan aclarar en su caso- que en la percepción de los señores Magistrados -y yo también me sumo- aquí no hay sabedores de la verdad, hay argumentos persuasivos, hay argumentos válidos, o inválidos, pero no verdades absolutas. Me parece que cuando se aplica este artículo, se parte del siguiente supuesto: que la nulidad de la elección es una sanción y entonces si la nulidad es una sanción, y quien llevó actos que tuvieron como consecuencia la nulidad, esos son los responsables y, por tanto, a esos se les debe sancionar, me parece que si se parte desde esta óptica, la conclusión a la que se llega es correcta. Sin embargo, ahí es donde yo encuentro también un punto a matizar, o diferencia, porque el Magistrado Riva Palacio decía con toda puntualidad ¿Y dónde están los ciudadanos que no violaron la ley y que fueron a votar? Por supuesto que decretar la nulidad, yo no lo veo como una sanción, porque entonces estamos sancionando también a esos ciudadanos que válidamente fueron a votar, a la autoridad electoral que a lo mejor aquí actuó -no digo a lo mejor- aquí actuó del todo diligente asentando los incidentes en las actas correspondientes, en el caso a la autoridad no se le puede atribuir algo, y no puede ser responsable ni sancionada de nada. La nulidad debe verse en términos de una garantía última para que los electores, los ciudadanos que van y sufragan, tengan las garantías suficientes de validez de la misma, y si ocurriera una serie de irregularidades que atentaron contra las condiciones mínimas para que los ciudadanos acudan a votar de esa forma, es que entra el elemento reparador que lo ponemos nosotros ¿Cuál es ese elemento reparador? Esa elección está viciada de nulidad y, por tanto, ve a otra donde se subsanen esos vicios, donde se limpien esos vicios; por supuesto que de convicción no estoy de acuerdo que se deje participar a personas que hicieron delitos, inclusive, me parece que un Ministerio Público que se meta a fondo podría consignar para que un juez finque responsabilidades penales a estas personas. Lo que digo, es que la Legislatura local, el órgano local, no previó efectos tan amplios, si los previera; es decir, si cuando dice: “…el Tribunal podrá definir que la fórmula de integrantes sancionados…”, en lugar de sancionados, dijera responsables de las conductas irregulares; si esto lo dijera, me parece que sería un diseño mucho más adecuado por supuesto, sacar del juego democrático al infractor de la ley, pero no hay alguna norma electoral, que lo prevea así, incluso las de elecciones constitucionales -perdón que sea reiterativo en esto- no establecen esas consecuencias. Suceden actos de violencia en las constitucionales, suceden actos de proselitismo, coacción del voto, presión sobre los funcionarios, y la consecuencia de las normas electorales no es que los partidos políticos ya no participen en una extraordinaria ¿Por qué? Porque los legisladores no lo han previsto de esta manera. A este articulo -como bien decía el Magistrado Delint- puede ser interpretable, la interpretación, que insisto, es desde el punto de vista gramatical, la palabra sancionado tiene una connotación gramatical y jurídica distinta, a la de responsables de haber cometido irregularidades el día de la jornada, y sancionados en términos de este Código, sólo pueden ser aquellos que a los que se les instauró un procedimiento por la autoridad ¿Por qué parto de este supuesto? Porque para mí las nulidades en sí mismas no son una sanción, sino un remedio que el legislador prevé para aquellas elecciones viciadas o en aquellas donde se atentó contra los principios que sustentan nuestra democracia. Muchas gracias.-------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la voz? Magistrado Alejandro Delint García.

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. Nada más para aclarar -no sé si no entendí, pero ahorita volví a escuchar, ya no voy hacer debate de eso- que el Magistrado Maitret volvía a mencionar -o así lo escuché, a lo mejor estoy mal- que el texto del artículo 123 en vez de decir sancionado podría decir responsable en una mejor técnica o algo por el estilo. A eso me quise referir en la primera intervención, o sea, si entendí que el Magistrado Maitret genera una duda, una duda legitima, una duda de interpretación respecto al texto gramatical, valga la expresión, del artículo 123 en cuanto a su sentido y alcance, y menciona “…aquí dice sancionados y a lo mejor pudiera haber dicho de mejor técnica responsables…”, así lo entendí y lo volví a escuchar hace un minuto; entonces, me quiero referir a ello, para efectos de puntualización de intervención. Creo que el Magistrado Maitret le ha dado al clavo -valga la expresión coloquial- en relación al punto tal vez de diferencia de criterio. En mi convicción, la nulidad en la elección sí es una sanción, puede haber hasta jurisprudencia, el Magistrado Maitret es muy conocedor de la materia -no se trata estar debatiendo eternamente un punto- para mí es una sanción. Entiendo que para el no, hasta donde yo alcanzo a entender eso es otra cosa, que también puede ser muy legitimo y válido, y ahí creo que viene el punto de diferencia medular, en donde desde luego, yo cerraría por lo menos mi intervención ya no vuelvo a intervenir -no se trata de estar aquí dos horas en un punto- yo diría es muy sano, y muy enriquecedor y sobre todo entrar a un debate limpio, jurídico, intentando hacerlo de la mejor manera, en este Pleno, porque enriquece finalmente nuestro criterio. Gracias.------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias Magistrado. Yo también muy brevemente ya, nada más voy hacer algunas aclaraciones. El Magistrado Maitret me ganó y también me dio la razón. Me sacó el último párrafo del artículo 123 que efectivamente no tiene nada que ver con la nulidad, si no con la parte previa a la elección, en esa parte tiene razón. En la otra, es una incongruencia más de este artículo. Ahora si tomamos esta hipótesis, fíjense la conclusión a dónde nos puede llevar, que si alguien hizo alguna conducta menor, sobre todo vamos a partir del caso concreto. Si el caso concreto, aparte de estar acreditado el proselitismo, está acreditado la violencia, golpes; yo no lo quería decir, hasta hay una violación de origen en el lugar donde se puso la mesa receptora de votación, porque de acuerdo con la ley deben ser espacios públicos. Se puso esta mesa receptora de votación adentro de una unidad habitacional, donde uno de los administradores era miembro de una de las formulas, rompiendo con toda imparcialidad o lo que pueda ser de la jornada electoral, es decir, está viciado este procedimiento, esta elección; pero independientemente de que está todo eso acreditado en el expediente, la hipótesis clara digamos, lo que sostiene el Magistrado Maitret, dependiendo de una interpretación gramatical de sancionados, que yo digo, hay que interpretarla gramatical y funcionalmente, en esto de sancionados, yo estaba viendo ahorita la Ley Procesal en el rebase de topes de gastos de campaña y obviamente no dice que los candidatos que no pueden participar son sancionados, nada más dice responsables, ya es otro termino. Entonces, se necesita interpretar este artículo. No es tan sencillo en este aspecto, pero vamos a suponer que sólo se lo podemos aplicar a los que hayan sido sancionados de acuerdo con el artículo 117. Resulta que alguien que cometió una falta menor previa a la elección, puede llegar a no participar en la siguiente elección, contra alguien que durante la jornada electoral, hizo una serie de conductas ilegales para ganar esa elección; es decir, sería una interpretación -no quiero seguir el debate interminable-. Desde mi punto de vista, hacia que prevalezca la impunidad de las personas que comenten ilícitos mayores. Es como se dice “…si robas o defraudan a una persona un banco, por dos mil, tres mil, cuatro mil pesos, está en la cárcel, si lo defrauda por dos mil millones de pesos, está fuera porque negocian, en términos de que les regresa dinero y le otorgan el persona…”, es más o menos, aquí se daría la razón al que viola con mayor énfasis, con mayor claridad la ley. Creo que no es la interpretación que debemos hacer, creo que es la correcta, la que estamos proponiendo, trae problemas, bueno, no muchos, varios problemas, este articulo, pero de todas maneras, de acuerdo a la gravedad de la falta acreditada; sería la otra parte de falta acreditada y sancionado, cuál falta acreditada, las de las nulidades o las del artículo 117, porque no dice cuál, y no dice como en el caso del rebase de tope de gastos de campaña, que debe haber un dictamen previo, y un procedimiento previo, aquí se va directo de acuerdo a la gravedad de la falta acreditada, sin previo procedimiento de nada, o no nos lo dice aquí; entonces, desde mi punto de vista, la falta acreditada son las de las nulidades, no las del artículo 117, por eso yo sostendría el proyecto en sus términos.

MAGISTRADO PRESIDENTE. Magistrado Armando Maitret Hernández tiene el uso de la palabra.

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Sólo una aclaración de la aclaración, para que no se quede la percepción de que protejo criminales. No llego a ese estadio de la discusión y del análisis de las constancias. Para mí, la consecuencia no pasó el test normativo. Coincido con todos ustedes en la conclusión, así debiera hacerlo el legislador y sumándome a aquel exhorto que hacía el Magistrado Delint, hay que mejorar esta ley y uno de los efectos si se quiere es eliminar al que hace trampa, creo que es la oportunidad de hacerlo con toda claridad, insisto, yo no llego hasta ese nivel, de ver si era más grave o era menos grave alguna de las conductas, tan no llego, que los que hemos anulado en anteriores no entramos a este debate. Simplemente, me quedo que en una interpretación, en un análisis abstracto de la norma, tratando de encontrar el sentido que debe tener la aplicación gramatical, sistemática y funcional. Admito -y aquí hago de verdad un agradecimiento público a la paciencia de ustedes y del público al escuchar estos argumentos- que en mi examen que hago, mi argumento pasa el test de la interpretación gramatical y sistemática, en la funcional se tambalea; por su parte, la que ustedes formulan, pasa muy bien la funcional y en la gramatical y en la sistemática tiene debilidades, pero eso es lo bello de esta materia y de quienes nos dedicamos al derecho que al interpretar un lenguaje, podemos darle diversos sentidos, todos como en el caso, entiendo se aprobara, perfectamente válidos, porque lo determina un juez o un Tribunal con la autoridad y la competencia que deriva de la soberanía popular para hacerlo. Muchas gracias Presidente.--------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la palabra? Al no haber más comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.----------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. En favor de los proyectos, únicamente con la precisión que hice en la concurrencia del voto.-----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con los proyectos en sus términos.

SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente y Ponente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor de los proyectos.-------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados los proyectos de resolución han sido aprobados por unanimidad de votos, con el voto concurrente que en su momento formulará el Magistrado Armando I. Maitret Hernández.


MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, por cuanto hace a los juicios electorales 428 y 434 ambos de este año, se resuelve: -------

PRIMERO: Se decreta la acumulación del juicio electoral 434 al diverso 428, ambos de este año, en consecuencia, se ordena glosar copia certificada de la presente sentencia a los autos del juicio acumulado.-------------------------------------------------------------------------------

Por cuanto hace a los juicios antes enunciados así como al diverso TEDF-JEL-440/2010, se resuelve: ------------------------------------------------

Se decreta la nulidad de las elecciones del Comité Ciudadano de las Colonias Ferrería Unidad Habitacional y San Clemente, en las Delegaciones Azcapotzalco y Álvaro Obregón, respectivamente.---------

Se dejan sin efectos las constancias de asignación e integración del Comité Ciudadano 2010-2013, expedidas por la Direcciones Distritales V y XXV del Instituto Electoral del Distrito Federal para las referidas Colonias.----------------------------------------------------------------------------------

En consecuencia, se ordena al Instituto Electoral del Distrito Federal para que proceda en términos de lo previsto en los artículos 123 y 126, párrafo último de la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal, convocando y llevando a cabo la elección extraordinaria, en la que únicamente podrá participar las fórmulas registradas con anterioridad por la autoridad electoral administrativa, respetando el número que por sorteo les correspondió, a excepción de la fórmula identificada con el número 2 a que hace alusión el fallo dictado en los juicios electorales 428 y 434 acumulado, de conformidad con lo razonado en dichas resoluciones. En esta última elección extraordinaria que convoque el Instituto Electoral del Distrito Federal, deberá tomar las medidas necesarias para garantizar el pacífico y libre desarrollo de la jornada electiva extraordinaria.--------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Magistrado Armando Maitret Hernández tiene el uso de la voz.

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Sí Presidente. Agradeciéndole al Secretario que me haya ayudado adelantar, sólo para dar los fundamentos por los cuales solicito a ustedes que se agregue un voto particular concurrente antes de la firma; es decir, con base en las atribuciones que nos confiere la ley, en los artículos 61, fracción IV de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal y 8, fracción V y 96, fracciones I y II de nuestro Reglamento Interior.----------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Señor Secretario General, tome nota de la petición formulada por el Magistrado Armando Maitret Hernández.-------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Así lo he hecho señor Presidente.------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Adrián Bello Nava dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JIAT-001/2010 que la Ponencia del Magistrado Darío Velasco Gutiérrez somete a consideración de este Órgano Colegiado.

LICENCIADO ADRIÁN BELLO NAVA. Con su autorización Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 199, fracción IV del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el proyecto de resolución correspondiente al juicio de inconformidad administrativa entre el Tribunal Electoral del Distrito Federal y sus servidores, número uno del presente año, formado con motivo de la demanda interpuesta por Alfonso del Rosal y Hermosillo, en contra de la resolución de diecisiete de junio de dos mil diez, emitida por el Contralor General de este Tribunal, por la cual se le impuso la sanción administrativa consistente en inhabilitación de un año para desempeñar cargo, empleo o comisión en el servicio público. En el proyecto que se somete a su consideración, después de sostener la competencia para conocer y resolver el presente asunto, y verificar el cumplimiento de los requisitos de procedencia, se aborda el estudio de fondo. El ciudadano actor hace valer como motivo de inconformidad, que la actuación de la demandada violó lo dispuesto en el artículo 16 Constitucional, en relación con el 78 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, el cual establece que la facultad de la autoridad sancionadora prescribe en el plazo de un año, cuando el beneficio obtenido o el daño causado por el infractor no excede de diez veces el salario mínimo; además, que el plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere incurrido en la responsabilidad o a partir del momento en que hubiese cesado, si fue de carácter continuo. Agrega el inconforme que la actuación de la autoridad demandada es ilegal, toda vez que su presunta responsabilidad tuvo lugar el dieciséis de marzo de dos mil siete, cuando ostentaba el cargo de Director “A” de Recursos Materiales y Servicios, dejando de ocupar ese cargo el treinta y uno de mayo de dos mil siete; y que la Contraloría General del Tribunal, hizo de su conocimiento el inicio del procedimiento administrativo en su contra hasta el tres de marzo del año en curso, cuando ya habían prescrito las facultades para determinar responsabilidad administrativa alguna. En el proyecto se estima infundado el agravio, pues una vez analizado el marco constitucional y legal atinente, se concluye que la facultad sancionadora, guarda estrecha relación con la gravedad de la conducta y con los aspectos económicos derivados de ésta. En efecto, el artículo 78 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, establece que las facultades para imponer sanciones prescribirán en un año si el beneficio obtenido o el daño causado por el infractor no excede de diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Distrito Federal, y que en los demás casos prescribirán en tres años. Así, en atención al mandato constitucional de establecer un criterio para decidir cuándo una conducta es grave, el legislador dio cumplimiento a este mandato al regular la prescripción de la facultad sancionadora, considerando el principio de que a mayor gravedad de la infracción, mayor es el plazo de prescripción. De esta manera, si en la fracción I, del artículo 78 se señala un plazo de un año, debe considerarse que el mismo se aplica a conductas no graves. En cambio, en el caso de los tres años de prescripción a que hace referencia la fracción II, en ella están inmersas las conductas graves. En ese sentido, el plazo de prescripción de un año queda restringido para aquellas conductas que arrojen un beneficio o daño que no exceda de diez veces el salario mínimo; en cambio, cuando las conductas infractoras impliquen un beneficio o daño que supere las diez veces el salario mínimo o bien se genere una responsabilidad grave o no estimable en dinero, el plazo de prescripción será de tres años. En la especie, lo que se le imputa al inconforme, es la violación a diversas disposiciones jurídicas, y que su actuar no estuvo apegado a los principios de legalidad y honradez que exige el ejercicio del poder público, al no conducirse con integridad en el ejercicio de su función, obteniendo un beneficio a su favor como fue el ostentar un cargo público para el cual no reunía los requisitos exigidos por la normatividad y que lo descalificaban para ello, al haber participado como candidato a Diputado Federal en los comicios constitucionales del año dos mil seis. Ahora bien, la irregularidad fue considerada grave por la responsable, ya que se desprende la actitud dolosa para obtener un empleo sin cumplir los requisitos legales; además, en la propia resolución combatida se reconoce que no se encuentra acreditado beneficio, lucro, o perjuicio causado por el infractor, situación que fue tomada en cuenta por la contraloría para no imponerle sanción económica. En atención a lo anterior, se concluye que el plazo de prescripción que debe aplicarse en el caso, es el de tres años, y no el de un año como lo afirma el actor. En ese contexto, si la presunta responsabilidad del inconforme tuvo lugar el dieciséis de marzo de dos mil siete, cuando ostentaba el cargo de Director “A” de Recursos Materiales y Servicios, dejando de ocuparlo el treinta y uno de mayo de dos mil siete, y la Contraloría General del Tribunal, el tres de marzo del año en curso, hizo del conocimiento al quejoso el inicio del procedimiento administrativo de responsabilidad en su contra, resulta claro que en esa fecha aún no habían prescrito las facultades de la autoridad responsable para determinar alguna responsabilidad administrativa en contra del actor. Por otra parte, se destaca en el proyecto que del escrito de demanda no se advierte que el inconforme controvierta con argumentos lógico-jurídicos las consecuencias que se exponen en la resolución que combate, pues sólo se limita a señalar que la responsable no tomó en consideración el plazo de prescripción de un año, sin controvertir las razones que lo sostienen. En consecuencia, en el proyecto se propone confirmar la resolución impugnada. Es la cuenta señores Magistrados.


MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias, licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.

SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor del proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.

SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.

SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.

MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------
ÚNICO. Se CONFIRMA la resolución de diecisiete de junio de dos mil diez, emitida por el Contralor General del Tribunal Electoral del Distrito Federal, en el expediente de responsabilidad administrativa TEDF-CG-R.A./04/2010, mediante la cual determinó imponerle al hoy quejoso la sanción administrativa consistente en la inhabilitación de un año, en los términos precisados en el Considerando QUINTO de la presente sentencia.---------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Previo a continuar con la sesión y dado que son los últimos medios de impugnación que nos han llegado, me permitiré leer algunas palabras y darle la voz a los Magistrados por si quieren hacer alguna manifestación. Al día de hoy, este Tribunal ha resuelto dentro de los términos legales las 575 (quinientas setenta y cinco) impugnaciones que se presentaron con motivo del proceso de participación ciudadana, por el que se convocó a los habitantes del Distrito Federal a elegir Comités Vecinales y Consejos de los Pueblos. Podemos decir a la ciudadanía de esta capital, que cuenta con un Tribunal que imparte justicia en el ámbito de su competencia, con oportunidad y absoluto apego a la ley. Que para hacerlo está integrado por personal altamente capacitado y absolutamente comprometido. Aprovecho para agradecer como Presidente del Órgano Colegiado a todo el personal, pues gracias a la aportación responsable de cada uno, logramos entregar los resultados de los que hoy damos cuenta. Los resultados de las impugnaciones deben llevar al análisis objetivo y sereno de las reglas para controvertir los actos en un proceso como el actual, ya que los ciudadanos, los integrantes de las planillas que contienden o pretenden hacerlo, no cuentan con los recursos y personal especializado que tienen los partidos políticos en los procesos electorales. Por eso, vivimos en un Estado de Derecho. La ciudadanía al plantearnos todos estos medios de impugnación en 575 (quinientos setenta y cinco) es histórico este número para este Tribunal, deja de manifiesto que los mexicanos y los ciudadanos de esta capital sabemos dirimir nuestras diferencias por los causes que la ley nos marca. Una congratulación a la ciudadanía de esta gran capital y al personal del Tribunal Electoral del Distrito Federal. Muchas gracias, creo que este Tribunal cumplió a cabalidad en tiempo, forma y sustancia el resolver todas las impugnaciones que se presentaron. Gracias. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la palabra?--------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Magistrado Armando Maitret Hernández tiene el uso de la palabra.

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Gracias Magistrado. Creo que nadie mejor que usted podría haber dicho estas palabras. Me parece que reflejan fielmente lo que sucedió, simplemente agregaría que el reconocimiento debe ser también a los que encabezan las Ponencias y las diversas áreas de apoyo, porque por las circunstancias particulares del Tribunal, tuvimos que redoblar los esfuerzos ante la ausencia de una Magistratura y que eso significó que la cantidad de asuntos se incrementaran para cada uno de nosotros y de los Secretarios, pero creo que las palabras que usted ha dicho son muy elocuentes, certeras y reflejan lo que sucedió y el sentir generalizado de los integrantes de este Pleno.


MAGISTRADO PRESIDENTE. Magistrado Alejandro Delint García.

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. Gracias Presidente. Quiero aprovechar también la ocasión, para con el mayor de los respetos, generar a la opinión pública, no solamente ciudadana sino política de esta ciudad, a la Asamblea Legislativa, al Gobierno del Distrito Federal, que -con todo respeto lo digo- volteen y vean el trabajo del Tribunal; que si bien cumplió en términos de su obligación y responsabilidad; esto es, actuamos en consecuencia a nuestro trabajo y nuestra responsabilidad, lo hicimos en su conjunto y básicamente por el personal -como ya dijo el señor Presidente- de una forma muy puntual, y muy certera. Lo digo así, porque estamos inmersos en un momento importante que es el momento del apoyo y el aspecto presupuestal, yo si quisiera que las autoridades que van a intervenir en este tema volteen y vean el trabajo del Tribunal que a veces no es del todo visto, solamente en el cumplimiento de su responsabilidad, pero en un cumplimiento cabal para los efectos de la debida subsistencia de este Tribunal en los términos que comento de carácter presupuestario. Muchas gracias.


MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la voz? Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Solamente que este reconocimiento público que se hace tanto al Tribunal y a la participación de los ciudadanos que hicieron posible esta elección del día veinticuatro, y todos los recursos que llegaron a este Órgano Jurisdiccional; también el reconocimiento, que yo invitaría a este honorable Pleno, que también haga el esfuerzo en función de la suficiencia presupuestal a fin de que, se considere o reconsidere, también la compensación en materia económica, en cuanto a ese doble esfuerzo que efectivamente se hizo. El trabajo de cinco Magistrados que debiera hacerse, se hizo entre cuatro, desde luego con el reconocimiento y participación de todas las áreas que sirvieron de apoyo, aparte las jurisdiccionales. Entonces, invito públicamente también a este honorable Pleno a que reflexione sobre una compensación adicional a este esfuerzo que está a la vista.

MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias, lo reflexionaremos y más que reflexionar, es ver cómo está el presupuesto. Señor Secretario informe a este Pleno si existe algún otro asunto que desahogar en esta sesión pública.

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, han sido agotados todos los asuntos listados en el orden del día.


MAGISTRADO PRESIDENTE. No habiendo otro asunto que tratar, se da por concluida la presente sesión pública. Gracias.
--
____________________________

ADOLFO RIVA PALACIO NERI

MAGISTRADO PRESIDENTE

	_______________________________

ALEJANDRO DELINT GARCÍA

MAGISTRADO 
	_______________________________

ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ

MAGISTRADO 



	
	

	_______________________________

DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ

MAGISTRADO 
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